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1. Introducción 

 

Al hablar sobre la “Ley Especial de Extinción de 

Dominio y de la Administración de los Bienes de Origen 

o Destinación Ilícita”, conocida simplemente como Ley 

de extinción de dominio, emitida en el mes de noviembre 

de 2013 y sus reformas de mayo 2016 y julio 2017, nos 

encontramos con diversas preguntas que surgen 

principalmente porque dicha ley es relativamente reciente 

en nuestro país. 

 

Además, de las reformas antes indicadas, en este artículo 

también se abordarán algunos elementos de la 

Inconstitucionalidad 146-2014AC del 28 de mayo de 

2018, relacionado con las reformas del 2017 a la citada 

ley. 

 

2. Acción de extinción de dominio 

 

La acción de extinción de dominio es una consecuencia 

patrimonial de las actividades ilícitas, consistente en la 

declaración de titularidad a favor del Estado por 

sentencia de autoridad judicial sobre los bienes a que se 

refiere la indicada ley, sin contraprestación, ni 

compensación alguna para su titular o cualquier persona 

que ostente o se comporte como tal, tal como lo establece 

el artículo 8 de la misma ley. 

 
 

3. Alcance de la ley 

 

El objeto principal de la ley consiste en normar el 

procedimiento que regula la acción de extinción de 

dominio a favor del Estado, sobre aquellos bienes que se 

encuentran dentro de los presupuestos que dan lugar a la 

misma. 

 

En ese contexto, en el artículo 5 de la ley se establece el 

alcance de ésta, entre la que se menciona, su 

aplicabilidad en distintos delitos penales. 

 

Entre los delitos ahí mencionados, como contadores 

debemos prestar especial atención a los delitos de lavado 

de dinero y activos y a los relativos a la Hacienda 

Pública, siendo estos últimos los delitos que quedan 

enmarcados en los artículos 249 a 252 del Código Penal. 

 

 
 

4. Consideraciones sobre casos de incremento 

patrimonial no justificado 

 

Uno de los presupuestos de procedencia de la acción de 

extinción de dominio, es el relativo a bienes que 

constituyen un incremento patrimonial no justificado de 

toda persona natural o jurídica, pudiendo entonces 

considerarse la relación de esto con los casos de 

incremento patrimonial no justificado del que nos habla 

el artículo 195 del Código Tributario; no obstante, 

también debe considerarse que conforme al artículo 36 de 

la ley referida, la carga probatoria corresponde a la 

Fiscalía General de la República y que el incremento 

patrimonial no justificado para efectos de la extinción de 

dominio, solo se presume para el caso de las 

organizaciones terroristas, tales como maras o pandillas y 

crimen organizado (artículo 5, inciso final). 

 

Antes de las reformas realizadas en el 2017, la ley 

prácticamente otorgaba la posibilidad de aplicación de la 

extinción de dominio a “todos” los bienes por 

“incremento patrimonial no justificado”; pero con dichas 

reformas, además de haber incremento patrimonial no 

justificado, se le agregó la frase “que provengan de 

actividades ilícitas”, por lo que con esto fiscalía debería 

probar necesariamente las actividades ilícitas; no 

obstante, esto estuvo vigente hasta que la Sala de lo 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia declarara 



 
 
 
 

 

51 avenida norte No. 132 Colonia Flor Blanca, San Salvador  

 Teléfonos: 2225-2789, 2225-2376 y 7318-8188 Correo electrónico: red.contadores.es@gmail.com 

 

la inconstitucionalidad de esta reforma, según 

Inconstitucionalidad 146-2014 AC del 28 de mayo de 

2018, por lo que la disposición indicada en el párrafo 

anterior volvió a su estado original, es decir a su estado 

antes de dichas reformas de 2017. 

 

Ante lo anterior, cabe preguntarse ¿ante un incremento 

patrimonial no justificado del artículo 195 del Código 

Tributario procede la extinción de dominio, 

independientemente si pueda o no demostrarse que 

constituye una forma de evasión conforme al artículo 

249-A del Código Penal?.... ¿Qué opinas? 

 

 
 

5. Transmisión por causa de muerte 

 

Un elemento importante que considera la ley es que 

debido a que la acción de extinción de dominio es de 

contenido patrimonial, persigue a los bienes y no a la 

persona, por tanto los bienes no se legitiman por causa de 

la muerte del sujeto que cometió el acto ilícito. En otras 

palabras, si fallece el sujeto que obtuvo los bienes de 

forma ilícita y los hijos heredan tales bienes, la acción de 

extinción de dominio puede aún aplicarse contra éstos, ya 

que dicha acción se enfoca en perseguir los bienes que se 

encuentren descritos en los presupuestos que dan lugar a 

la extinción de dominio. 

 

6. Acción de extinción de dominio es imprescriptible 

 

Hace algunas semanas se remitió el “Boletín 23-2019 La 

Prescripción” y el “Boletín 34-2019 La Caducidad”, en 

donde se mencionaron distintos elementos que deben 

tenerse en cuenta al hablar sobre la prescripción, así 

como también se mencionaron similitudes y diferencias 

de ésta respecto a la caducidad. 

 

No debemos olvidar que la prescripción requiere ser 

alegada por la parte interesada ya que ésta no puede ser 

declarada de oficio por el juez, siendo ésta una destacada 

diferencia respecto a la caducidad, mencionada en 

boletines anteriores. 

 

Ahora bien, la Ley Especial de Extinción de Dominio y 

de la Administración de los Bienes de Origen o 

Destinación Ilícita originalmente no estableció ninguna 

disposición acerca de la prescripción, pero con las 

reformas del 2017 se introdujo el artículo 12-A, 

manifestando que la acción de extinción de dominio 

prescribe en diez años, contados a partir de la adquisición 

o destinación ilícita de los bienes, excepto para los casos 

de los delitos cometidos mediante la modalidad de 

crimen organizado, maras o asociaciones y 

organizaciones de naturaleza criminal, actos de 

terrorismo y delitos relacionados con drogas, en donde el 

plazo de la prescripción será de treinta años, contados a 

partir de la adquisición o destinación ilícita de los bienes. 

 

No obstante, mediante la Inconstitucionalidad 146-2014 

AC del 28 de mayo de 2018 la Sala eliminó la 

disposición indicada en el párrafo anterior, indicando que 

la acción de extinción de dominio es imprescriptible, lo 

cual se justifica por el hecho de que la adquisición ilícita 

de bienes tiene efectos permanentes, es decir, no se sanea 

con el transcurso del tiempo. Por ello, no se protege ni se 

permite la adquisición ilícita de bienes, ni su destinación 

para fines legales, independientemente del tiempo 

transcurrido. 

 

 
 

 Estimado socio(a): si te gusta escribir; te 

invitamos a que compartas artículos 

relacionados con el quehacer de nuestra 

profesión. 

Puedes enviarnos tus boletines o escribirnos 

para mayor información, a la siguiente 

dirección: redcoes.sv@gmail.com 
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